
Documento especial 

Pacto de San Andrés. Desarrollo: 
"el nuevo nombre de la paz". 

Los salvadoreños luego de un pasado conflictivo y 
doloroso, nos encontramos frente a la oportunidad histó­
rica de dar un salto al futuro, consolidando una nueva 
nación. El pacto de Apaneca y los acuerdos de Cha­
pultepec sentaron las bases para crear una cultura de 
concertación que nos ha posibilitado hacer política prio­
rizando el interés nacional. 

Vivimos un país en transición que está consolidando 
su democracia y redefiniendo su modelo económico 
para el desarrollo humano. Esto obliga a las fuerzas del 
país responsables a realizar un nuevo pacto histórico 
que nos de estabilidad y viabilidad como nación en el 
próximo milenio. 

La democracia es la casa de todos y la hemos veni­
do construyendo entre todos. Lograr convertirla en un 
hogar digno para los salvadoreños, es también responsa­
bilidad de todos. 

Las necesarias diferencias políticas que existen en 
nuestra sociedad, no deben llevarnos hacer inviable al 
Estado, a la política y al país mismo. El futuro del país 
depende de que se tenga confianza en el Estado y en las 
leyes. Hacer política no debe convertirse en sinónimo de 
imposición, de corrupción, o de desobediencia perma­
nente. 

En el pasado, nuestro modelo económico y nuestro 
Estado se establecieron por la fuerza y esto nos trajo 
una guerra. Ahora la participación y la concertación de­
ben garantizarnos una sólida paz de futuro. 

Es fundamental desarrollar una forma de gobernar y 
de hacer oposición que esté asentada en el interés nacio­
nal para dejar por fuera el oportunismo, la demagogia y 
la politiquería. 

Necesitamos construir un orden institucional ágil y 

flexible que, a la vez que establezca los cauces para las 
relaciones entre los miembros de la sociedad, no sofo­
que las energías creativas de sus pobladores, de tal for­
ma que fomente la adaptación saludable de las institu­
ciones a las nuevas circunstancias creadas por los cam­
bios, tanto internos como externos a la sociedad misma. 
Consolidar las instituciones y defenderlas es compromi­
so detenninante para el futuro del país. 

Asimismo, debemos garantizar una igualdad de 
oportunidades para todos los habitantes del país, que se 
convierta en la fuente más segura de creatividad social. 

Las fuerzas vivas de la nación que asumimos el com 
promiso de llevar adelante este nuevo pacto histórico. 
estamos conscientes de la situación anteriormente des­
crita y de la necesidad de mantener una estabilidad fir­
me y duradera y para ello hemos integrado en la agenda 
de este pacto los nuevos temas de la agenda nacional, 
consistentes en: ()) consolidación de la democracia; (2) 
desarrollo social y erradicación de la pobreza; (3) garan­
tizar la seguridad ciudadana, combate al narcotráfico y 
crimen organizado; (4) logro de la mayor participación 
social posible en la construcción del nuevo modelo eco­
nómico; (5) combate a la corrupción; (6) eliminación de 
la competencia desigual; (7) ampliación de la base 
tributaria y combate a la evasión fiscal. 

Atender estos puntos conlleva una modernización 
del país que traerá beneficios a los sectores mas pobres, 
dinamizará el crecimiento económico, revaluará la polí­
tica como una profesión y actividad digna y elevará el 
respeto por los servidores públicos. 

Partiendo de lo anterior, los abajo firmantes declara­
mos nuestra adhesión que se mantendrá indistintamente 
si nos encontramos en el gobierno o en la oposición. 
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Compromisos políticos 

l. Compromiso de estabilidad institucional 

Estado de derecho. Toda la vida del país debe girar 
alrededor de un Estado de derecho, fundamentado en la 
Constitución y en las instituciones democráticas. El país 
entero, y en particular los partidos políticos, deben ve­
lar por el mantenimiento y fortalecimiento de dichas 
instituciones democráticas, conforme a la declaración ya 
emitida por los partidos políticos, en enero de 1995. 

Respeto a la propiedad privada. El progreso del 
país debe llevarse a cabo sobre la base a la garantía a la 
propiedad privada, por ser este un derecho fundamental 
de la población. 

El rol subsidiario del Estado. El compromiso funda­
mental en esta área es reconocer el rol subsidiario del 
Estado, que debe intervenir únicamente en aquellos pro­
blemas que los ciudadanos mismos no puedan resolver, 
incluyendo dentro de éstos: 

El liderato en la inversión del capital humano. El 
Estado debe de liderar a todos los sectores de la socie­
dad hacia la inversión en capital humano, asegurando la 
salud y educación de los habitantes. 

La supervisión y regulación de la competencia. La 
competencia es la fuente de la eficiencia del sistema de 
mercados. El Estado debe velar porque dicha competen­
cia se mantenga, eliminando prácticas monopólicas y 
oligopólicas. 

Seguridad pública. El gobierno debe garantizar la 
vida y la propiedad de los ciudadanos, manteniendo la 
apoliticidad de la Policía Nacional Civil y asegurando la 
superación técnica y profesional de sus miembros. 

2. Compromiso de estabilidad macroeconómica 

La estabilidad macroeconómica es la base del desa­
rrollo económico. La inflación y la devaluación ero­
sionan los salarios y los ahorros reales de la población 
reducen la tasa de crecimiento de la economía. Para evi­
tar estos azotes y asegurar un ambiente estable, es nece­
sario asumir compromisos en los siguientes puntos. 

Establecimiento de una disciplina tributaria. La 
evasión fiscal es endémica en el país, lo cual crea no 
sólo problemas en el financiamiento del Estado, sino 
también de injusticia tributaria y de competencia desleal 
de parte de los que no pagan impuestos a los que los 
pagan. Debe lucharse sin descanso para establecer la 
disciplina tributaria en todos los sectores del país. 

Una meta de ahorro corriente mínimo en los presu­
puestos de la nación. La fuente principal de inflación e 
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inestabilidad de la tasa de cambio son los déficits fisca­
les. Para asegurar la sanidad fiscal, el gobierno debe 
generar como mínimo un ahorro corriente igual a un 
porcentaje definido del Producto Interno Bruto. 

Dar prioridad al mantenimiento de la estabilidad de 
la moneda. El mantenimiento de la estabilidad moneta­
ria debe ser propósito fundamental del Banco Central. 
Para lograr tal propósito, es indispensable elevar la pro­
hibición al Banco Central de prestarle dinero al gobier­
no y al sector privado a precepto constitucional. Ade­
más, deben tomarse las medidas legales para asegurar el 
manejo no partidarista del Banco Central para darle es­
tabilidad al m¡¡nejo monetario. 

3. Compromiso de modernizacion económica 

La meta de globalización. La incorporación del país 
al proceso de globalización debe de adoptarse como el 
principio prioritario en la política económica, ya que 
sólo a través de dicha incorporación se lograrán las ta­
sas de crecimiento económico necesarias para el progre­
so social del país. 

Política de rebaja de costos. La política económica 
debe estar orientada a bajar todos aquellos costos de 
producción que no representen valor agregado a precios 
internacionales, manteniendo el valor de la moneda y 
así el valor real de salarios y ahorros. 

Rebaja de aranceles. La rebaja de aranceles es una 
condición indispensable para lograr los beneficios de la 
globalización a través de la reducción de los costos de 
producción. 

Fomento a la competencia. El logro de este objetivo 
requiere de una ley especial para asegurarla y para eli­
minar prácticas monopólicas y oligopólicas. 

Protección al consumidor. Deben tomarse acciones 
inmediatas para fortalecer, tanto la ley de protección al 
consumidor, como la oficina a cargo de la aplicación de 
dicha ley. 

Modernización del mercado financiero. Deben 
revisarse las leyes del Banco Central, de bancos y otras 
instituciones financieras para fomentar la competencia, 
la transparencia y la seriedad financiera de las institu­
ciones. 

Inversión en la infraestructura necesaria para un 
desarrollo acelerado. Una infraestructura eficiente es 
un medio esencial para rebajar los costos de producción. 
Para llenar dicho objetivo, la política de inversión públi­
ca debe poseer las siguientes características: 

Participación privada. Las necesidades de inversión 
son tan grandes que exceden los recursos presentes y 
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futuros del Estado. Para asegurar un crecimiento rápido 
de la economía, es indispensable involucrar al sector 
privado en la inversión en toda aquella infraestructura 
que dicho sector pueda manejar con ventaja. 

Descentralización geográfica. Para asegurar la par­
ticipación de toda la población en el progreso económi­
co y social, y para evitar la concentración adicional de 
actividad económica en San Salvador, es indispensable 
que la inversión en infraestructura se lleve a cabo en 
todo el territorio nacional. 

Apoyo a la pequeña empresa. Deben crearse progra­
mas de capacitación e información para ayudar a la pe­
queña empresa a identificar mercado y tomar ventajas 
de ellos en el proceso de globalización. También, el de­
sarrollo de la infraestructura debe tener como uno de 
sus objetivos el ponerla a la disposición de las empresas 
pequeñas. 

Apoyo a la Federación de Cajas de Crédito e insti­
tuciones similares. Para dar acceso oportuno al crédito a 
la pequeña y microempresa, es necesario apoyar a insti­
tuciones de crédito funcionando a nivel local en todo el 
territorio nacional. Es necesario crear un esquema para 
formalizar las instituciones de crédito que ahora cum­
plen estas funciones informalmente. 

4. Compromiso de inversión en el medio ambiente 

Esta actividad tiene dos aspectos: la promoción de 
inversiones que protejan y mejoren el medio ambiente y 
el castigo de las actividades que lo deterioren. 

Fomento de la inversión en la mejora del medio am­
biente. Deben crearse mecanismos para asegurar un ni­
vel adecuado de inversión en la restauración y manteni­
miento de un medio ambiente sano, incluyendo 
reforestación, manejo eficiente de la basura, preserva­
ción del oxígeno y conservación de los recursos hídricos 
y de suelos. 

Castigo de contaminación. Debe establecerse un sis­
tema de multas a las personas naturales o jurídicas que 
destruyen el medio ambiente, vertiendo contaminantes 
en el aire, las aguas o la tierra, cortando árboles o en 
actividades similares. La multa tiene que ser tan alta 
como sea necesario, para que sea más barato para los 
contaminadores el invertir en limpiar sus efluvios o 
compensar a la comunidad por el daño ecológico causa­
do por sus actividades. 

5. Compromiso de desarrollo social 

Desarrollo humano como medio y fin del desa"ollo 
económico. El compromiso fundamental en esta área es 
el reconocimiento de la inversión en el desarrollo huma-
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no como la primera prioridad del Estado, tanto por razo­
nes sociales como económicas. Sólo esta inversión pue­
de asegurar el mantenimiento y la superación de la pro­
ductividad, el mejoramiento de las condiciones so­
ciales y la creación de una sociedad desarrollada. 

Educación. La reforma educativa debe enfocarse a 
lograr la participación de todos los sectores para la su­
peración educativa del país. La reforma educativa debe 
responder a las necesidades técnico científicas de la 
globalización y reconversión; y a los requerimientos de 
la consolidación de una cultura democrática y de paz. El 
gobierno debe asegurar que el presupuesto del ramo re­
fleje la prioridad que este tema merece, dentro de la 
capacidad de ejecución del Ministerio de Educación, y 
proveer las facilidades necesarias para que dicha capaci­
dad aumente con el tiempo, tanto por reformas internas 
como por participación de sectores ciudadanos en el 
campo. 

Salud. La prioridad en este sector debe ser el au­
mento de la cobertura de los servicios básicos y el forta­
lecimiento del sistema preventivo, llevando la canasta 
básica de salud a toda la población salvadoreña. Al 
igual que en el caso de la educación, es necesaria la 
participación de todos los sectores en la provisión de los 
servicios de salud, para que la capacidad de ejecución 
del ministerio aumente con el tiempo. 

Seguridad social. Deben realizarse esfuerzos para 
aumentar la cobertura del seguro social, dentro de las 
limitaciones impuestas por sus recursos, y actuar decidi­
damente para combatir prácticas deshonestas, tales 
como la evasión empresarial de los descuentos y la rea­
lización de descuentos que no son traspasados al Institu­
to Salvadoreño del Seguro Social. 

Desarrollo local. La inversión en desarrollo local 
debe ser una prioridad tanto económica como social ya 
que de ella depende en gran medida la estrategia de in­
corporar todo el territorio nacional al proceso de 
globalización. El desarrollo total requiere de inversiones 
en: caminos vecinales, obras de sanidad, tales como al­
cantarillados, drenajes de pantanos y adoquinado de ca­
lles, abastecimientos de agua, electrificación, teléfonos. 

Reforma al sistema de pensiones. La reforma de 
pensiones es esencial para asegurar una vejez digna a la 
población salvadoreña. El principio fundamental de esta 
reforma debe ser la creación de cuentas individuales de 
ahorros y la introducción de un sistema de competencia 
entre diferentes instituciones para manejar dichas cuen­
tas. 

Deportes. Complementando el cuido de la salud y 
formación de nuestra juventud, se hace necesario el fo-
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mento del deporte, por lo que el Estado debe fortalecer 
y coordinar las instituciones responsables de estas acti­
vidades. 

6. Compromiso de reforma del sector público 

Eficiencia. En armonía con el rol subsidiario del Es­
tado, el gobierno debe adecuar su tamailo, políticas y 
procedimientos a cumplir con sus obligaciones con el 
menor uso de recursos consecuente con la magnitud y 
complejidad de sus tareas, es decir, el gobierno debe dar 
primera prioridad a la eficiencia del uso de los recursos 
públicos. 

Transferencia en el manejo de la hacienda pública. 
Los procedimientos del gobierno deben simplificarse 
con el fin de dar transparencia a ellos. 

ln11ersión en desarrollo humano. Un componente 
esencial en la reforma del sector público es la realiza­
ción de inversiones continuas en el mejoramiento del 
personal del Estado. 

Descentralización. Una avenida de mejoramiento de 
la eficiencia del Estado es la descentralización, a las 
municipalidades o asociaciones y organizaciones loca­
les, de aquellas actividades que pueden decidirse y reali­
zarse más eficientemente en las últimas. Dicha descen­
tralización, sin embargo, debe realizarse teniendo en 
cuenta la capacidad de ejecución de las organizaciones 
locales y cuidando del buen manejo de los recursos del 
estado. 

Coordinación interinstitucional. Deben crearse me­
canismos de coordinación y cooperación para unificar 
los esfuerzos de distintas instituciones trabajando en los 
servicios públicos. 

7. Compromiso de participacion de la sociedad civil 

Para dar estabilidad al proceso de cambios, es indis­
pensable hacer esfuerzos continuos para asegurar la par­
ticipación de todos los sectores en el modelo económico 
que se está configurando. Esto requiere de las siguientes 
acciones: 

Eliminación de pri11ilegios. Deben eliminarse todos 
los privilegios, arancelarios o de otro tipo, existentes en 
la legislación actual y dar transparencia a la competen­
cia para asegurar que las oportunidades sean iguales 
para todos los pobladores del país. 

Acceso. El gobierno debe comprometerse a facilitar 
el acceso de las grandes mayorías a los beneficios del 
desarrollo económico, a través de comunicación de 
oportunidades, capacitación y participación en las 
privatizaciones. 
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Fomento al acceso a la propiedad privada por parte 
de sectores menos pri11ilegiados. Sin renunciar al princi­
pio de la propiedad individual, debe apoyarse el desa­
rrollo de formas jurídicas que permitan la diseminación 
de la propiedad de bienes a los sectores menos privile­
giados de la sociedad. 

8. Compromiso de promoción internacional 

Como parte de los esfuerzos de integración al proce­
so de globalización, los firmantes se comprometen a 
participar en las actividades de promoción internacional 
del país, invitando a inversionistas extranjeros, difun­
diendo los logros obtenidos hasta ahora en el progreso 
del país y enfatizando la estabilidad proporcionada por 
dichos logros y por los compromisos contenidos en este 
documento. 

El Salvador proyecto de una nueva nación 

Agenda inmediata 

Se plantean acciones inmediatas en doce áreas: el 
fortalecimiento del Estado de derecho, el control de las 
operaciones de gobierno, el gasto público y su 
financiamiento, la reforma del sector público y las 
privatizaciones, el fortalecimiento de la competencia, 
política agraria, el control de las organizaciones no gu­
bernamentales, la política laboral, la seguridad social y 
las pensiones, la protección del medio ambiente, el 
compromiso tributario y la promoción internacional del 
país. 

l. El fortalecimiento del Estado de derecho 

El fortalecimiento del poder judicial. Deben apoyar­
se firmemente los programas de fortalecimiento de la 
judicatura que está llevando a cabo el poder judicial. 

Reforma al sistema electoral. En lo relativo al tema 
electoral se integra a este pacto la política de búsqueda 
de consenso iniciada a partir de la creación de la Comi­
sión Ejecutiva Electoral ya existente, proponiéndose 
como objetivo lograr que las elecciones de 1997 se rea­
licen con un nuevo sistema de registro de personas que 
asegure la transparencia y credibilidad. En las reformas 
al Código Electoral se deberá contemplar la exigencia 
de contabilidad formal a los partidos políticos. 

El fortalecimiento de la seguridad pública. Dadas 
las circunstancias del país, es necesario que la Policía 
Nacional Civit crezca rápidamente, procurando elevar el 
número de agentes de 7,000 a 20,000 para 1996. Para 
que pueda brindar verdadera seguridad, la institución 
debe ser apolítica y contar con un personal altamente 

FSTUDIOS CENTROAMERICANOS (ECA) 559-560 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana José Simeón Cañas



tecnificado, controlado de una manera transparente. 
Para lograr estos objetivos, es necesario lo siguiente: 

Control transparente de la actividad policial. El 
cargo de inspector de la Policía Nacional Civil deberá 
ser desempeñado por una persona de alta calidad moral 
e instrucción notoria. 

Prohibición de actividades partidarias en la Policía 
Nacional Civil. La lealtad de los agentes de la Policía 
Nacional Civil debe ser dirigida únicamente a los altos 
objetivos de la nación, tal y como son transmitidos a 
ellos por la institución dentro del marco establecido por 
la ley. Toda actividad que instile una lealtad diferente, 
sectorial o partidarista debe ser prohibida entre sus filas. 

Tecnificación de la Policla Nacional Civil. La 
apoliticidad y eficiencia de la Policía Nacional Civil po­
drán lograrse sólo con el mantenimiento de una alta 
tecnificación de sus agentes. Comenzando con el presu­
puesto de 1996, deben establecerse programas de 
tecnificación continua en todos los aspectos de la activi­
dad policial. 

Ley de la carrera policial. Debe elaborarse un pro­
yecto de ley de la carrera policial, que fomente la 
tecnificación y la eficiencia profesional en los agentes 
policiales, y presentarse a la asamblea legislativa antes 
del fin de 1995. 

Dotar a la Policía Nacional Civil de los recursos 
que necesita para cumplir con su papel. La Policía Na­
cional Civil debe recibir un apoyo presupuestario con­
sistente en un desempeño eficiente de sus funciones y 
con la capacidad de ejecución de la institución. 

Mejoramiento de la Academia de Policía. Para lle­
nar el requisito de alta calificación de la Policía, se hace 
indispensable elevar la calidad del trabajo de la Acade­
mia y crear las condiciones para que pueda aumentar el 
número de graduados manteniendo las exigencias nece­
sarias en sus sistemas de admisión y control. 

Profesionalización del Organismo de Inteligencia 
del Estado. Se deberá establecer la legislación necesaria 
para garantizar que las actividades de inteligencia vin­
culadas a la seguridad nacional, no se partidaricen ni se 
conviertan en instrumento contra los adversarios políti­
cos que estén actuando dentro del marco de la ley. 
No se permitirá la creación y existencia de organismos 
clandestinos ni aquellos que no estén autorizados por la 
ley para realizar actividades de inteligencia, establecien­
do claramente como delito las actividades de espionaje, 
posesión de archivos y sistemas de información y con­
trol de personas con fines de inteligencia y guerra psico­
lógica. 
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2. Control de las operaciones del gobierno 

El control de las operaciones del gobierno debe rea­
lizarse con total transparencia para asegurar el uso co­
rrecto y eficiente de los recursos fiscales y dar credibili­
dad a la ciudadanía de que los impuestos son usados 
con eficiencia y probidad, hay cuatro aspectos que re­
quieren acción inmediata: 

Modernización de la Contraloria del Estado. La 
Ley de la Corte de Cuentas debe modificarse para ase­
gurar la transparencia de las actividades gubernamenta­
les, la transparencia del control que la Corte de Cuentas 
debe realizar y la eliminación de trámites burocráticos 
que paralizan la actividad estatal, creando a la vez la 
oportunidad de corrupción e ineficiencia tanto de fisca­
lizados como de fiscalizadores. Antes del fin de la pre­
sente legislatura se promoverá una revisión de la estruc­
tura de la actual Corte de Cuentas para convertirla cons­
titucionalmente en una Controlaría General de la Na­
ción. 

Modernización del proceso presupuestario. Hay dos 
tareas urgentes en esta área, que deben finalizarse este 
año: 

Unificación presupuestaria. El presupuesto debe 
unificarse bajo el control del Ministerio de Hacienda, de 
tal forma que sea este organismo el que maneje todas 
las operaciones financieras del Estado de acuerdo al 
marco establecido por la ley. 

Mejora de la eficiencia de la actividad presupuesta­
ria. El Ministerio de Hacienda está introduciendo para 
este año un nuevo procedimiento de presupuesto por 
área de gestión, que hará más transparente la relación 
entre los objetivos del gobierno y los gastos presupues­
tados para obtenerlos, lo cual facilitará su elaboración y 
control. 

Modernización de la administración financiera del 
Estado. El poder ejecutivo ha presentado a la asamblea 
legislativa el proyecto de la Ley de la Administración 
Financiera Integrada del Estado, que facilitará el manejo 
y control de las operaciones fiscales de todo el gobierno 
por parte del Ministerio de Hacienda. 

Modernización de los suministros y licitaciones de 
bienes y servicios. El poder ejecutivo debe presentar en 
el futuro inmediato una propuesta de ley que dé una 
solución transparente y eficiente para el manejo de los 
suministros del Estado. 

3. El gasto público y su financiamiento 

Esta tarea requiere esfuerzos legislativos y adminis­
trativos, detallados abajo. 
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a. Legislación 

La ley del delito fiscal. Ya presentada a la asamblea 
legislativa como reformas al Código Penal y al Código 
de Procedimientos Penales. Estas reformas establecerían 
penas de uno a cinco años de prisión por delitos fisca­
les, definidos como la mentira en la declaración de cual­
quier tipo de impuesto. Estas reformas deben ser acom­
pañadas de la creación de la jurisdicción de lo tributario 
en el Organo Judicial, a quien se le dará el apoyo para 
que agilice su iniciativa. 

La ley contra el contrabando. El Organo Ejecutivo 
tiene ya un proyecto de ley a presentarse a la asamblea 
próximamente, que detalla los delitos de contrabando e 
impone penas de uno a ocho años de prisión para dichos 
delitos. 

Reformas al impuesto sobre la renta. El Organo 
Ejecutivo presentará próximamente a la asamblea legis­
lativa un proyecto de reformas a la ley del impuesto 
sobre la renta para cerrar las oportunidades de evasión 
fiscal presentes en la ley actual. 

b. Esfuerzos administrativos 

Refuerzo de la capacidad fiscalizadora y de control 
del Ministerio de Hacienda. El Ministerio de Hacienda 
debe adoptar políticas de personal y procedimientos que 
lo conviertan en una institución de alta calidad técnica 
en el cobro de los impuestos y el manejo de la hacienda 
pública. 

Refuerzo de la capacidad técnica de manejo de re­
cursos en las demás instituciones del Estado. Este pro­
ceso incluye la Ley de la Administración Financiera In­
tegrada del Estado, pero no se circunscribe sólo a ésta. 
Es necesario también un esfuerzo de capacitación en to­
das las unidades estatales, así como también una mejora 
general de la capacidad gerencial de la ejecución. Estos 
esfuerzos se han comenzado ya en conexión con la nue­
va técnica presupuestaria y el Ministerio de Hacienda 
está listo para comenzar la capacitación en el contexto 
de la Ley de Administración Financiera Integrada en 
cuanto sea aprobada por la asamblea legislativa. 

Mejoramiento de la capacidad de control de las in­
versiones. Como una consecuencia de la unificación 
presupuestaria, el control financiero de todo el presu­
puesto de inversiones debe ser concentrado en el Minis­
terio de Hacienda, que debe contar con todos los medios 
necesarios para llevar a cabo esta tarea. 

Rebaja de los costos de operación del Estado. La 
mejor gerencia debe medirse contra rebajas de los cos­
tos de operación del Estado sin pérdida de objetivos. 
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4. La reforma del sector público 

La reforma del sector público abarca dos tareas 
principales: la mejoría de la eficiencia en la ejecución 
de las actividades del gobierno y la privatización e in­
troducción de competencia en la provisión de servicios 
públicos. El objetivo final es reducir los costos de pro­
ducción en el país, a través de servicios públicos más 
eficientes 'y accesibles a toda la población. 

a. La introducción de eficiencia en la ejecución 

Nueva ley del Servicio Civil. La eficiencia del sec­
tor público y las rebajas potenciales de costos que su 
mejoría implicaría se ven comprometidas por la rigidez 
de la Ley del Servicio Civil, que da prioridad a la ina­
movilidad del servidor público sobre la eficiencia de su 
desempeño. Dicha prioridad debilita gravemente la ca­
pacidad gerencial del gobierno, ya que éste no cuenta 
con los mecanismos necesarios para adecuar al personal 
a las necesidades cambiantes del país, para establecer 
una disciplina mínima y para instilar en los empleados 
una filosofía de servicio a la ciudadanía. El nuevo pro­
yecto de ley deberá presentarse a la asamblea legislativa 
antes del fin de 1995. 

La creación de un escalafón técnicamente diseñado. 
La costumbre de aumentar los salarios de los trabajado­
res del gobierno con cifras absolutas en colones ha re­
sultado en diferencias muy pequeñas entre los salarios 
del personal técnico y los de apoyo, y entre las plazas 
que requieren de alta capacitación y las que no la re­
quieren. Como resultado, el Estado no puede competir 
con el sector privado por los profesionales más capaces 
y no hay incentivo dentro del gobierno para superarse 
porque la diferencia en salarios al ascender no es signi­
ficativa. Este problema debe resolverse con un escalafón 
técnicamente diseñado para dar los incentivos correctos. 

Aumentos salariales con base en el mérito. La cos­
tumbre de aumentos generalizados, sea en base a por­
centaje o en base a cifras absolutas, elimina el incentivo 
a trabajar con diligencia y efectividad, porque todos los 
empleados reciben el mismo aumento. Es necesario 
cambiar esta costumbre para introducir los aumentos 
por mérito. 

Un primer proyecto de escalafón, definiendo las ca­
tegorías más gruesas de empleo en el gobierno, deberá 
estar listo para fines de 1995, deberá comenzar a 
implementarse gradualmente en 1996 e incorporarse al 
presupuesto de 1997. Para ese año, la política salarial 
del gobierno deberá definirse en términos de aumentos 
por mérito. Las siguientes son medidas urgentes que de­
ben tomarse en el futuro inmediato para poder incre-
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mentar la eficiencia del Estado en 1996. 

Ley de retiro voluntario. Esta ley permitiría que se 
retiren del servicio público, en una fecha determinada, 
las personas ocupando plazas innecesarias, unificando el 
criterio a usarse. 

Retiro de personal en edad de pensiones. Debe 
solucionarse para el fin de 1995 el problema de este 
personal. 

b. Privatizaciones e introducción de competencia en 
los servicios públicos 

Los objetivos de estas medidas serían incrementar la 
provisión de los servicios públicos y su eficiencia, a la 
vez que reducir las obligaciones de inversión del Estado 
y proporcionar fondos para inversión en desarrollo hu­
mano. Con el aumento de la cobertura, la calidad y la 
eficiencia de los servicios, habrá mayores oportunidades 
de empleo en estas áreas. 

l. Privatización 

La privatización de servicios públicos irá orientada 
a llenar dos requisitos: 

Transparencia. El proceso de privatización debe lle­
varse a cabo de una forma totalmente transparente por 
el Organo Ejecutivo, bajo la supervisión de una comi­
sión especial de probidad, conformada con personas de 
diversos sectores. 

Participación de los trabajadores de diclws servi­
cios en la propiedad de la empresa privada. Las 
privatizaciones deben ser llevadas a cabo dentro de un 
marco que permita y viabilice la participación de los 
empleados en la propiedad de la empresa privada; para 
este propósito se deberá facilitar el acceso a créditos y 
otros apoyos necesarios para completar dicha participa­
ción. Deben hacerse esfuerzos para que la privatización 
genere una democratización de la economía sin deterio­
ro del principio de propiedad individual y de la necesi­
dad de que el control de la empresa quede con entidades 
técnicas especializadas en el manejo de estos servicios. 

11. El uso de los fondos de privatización 

Los fondos provenientes de las privatizaciones no 
deben usarse jamás para el pago de los gastos corrien­
tes. Deben usarse para pago de deudas y para inversión 
en infraestructura y desarrollo humano. 

5. Fortalecimiento de la competencia 

La modernización del sector privado es indispensa­
ble para insertar al país en el proceso de globalización 
que está revolucionando al mundo. Las acciones a tomar 
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en el sector público están dirigidas a rebajar los costos 
que los servicios públicos causan a los productores. Es 
necesario también fortalecer la competencia para que las 
fuerzas de mercado lleven a un aumento de la producti­
vidad. Para esto es necesario: 

Rebaja de aranceles. La rebaja de aranceles es una 
condición indispensable para lograr los beneficios de la 
globalización a través de la reducción de los costos de 
producción. Los aranceles de importación son equiva­
lentes a impuestos a las exportaciones, crean privilegios 
e incentivan la ineficiencia. El crear mercados cerrados, 
sin competencia internacional, desincentivar la inver­
sión en bienes de capital físico y capacitación. La des­
gravación se llevará de acuerdo al siguiente calendario 
general: 

Bienes 

Terminados 
Insumos 
Capital 

1994 1995 1996 1997 1998 1999 

20% 20% 
5% 5% 
5% 5% 

15% 
o 
1% 

12% 9% 
o o 
o o 

6% 
o 
o 

Este calendario tendrá algunas excepciones, princi­
palmente en lo que respecta a bienes agropecuarios sen­
sitivos. 

Protección al consumidor. Este problema requiere 
dos acciones: 

Refonna a la ley. La Ley de Protección al Consumi­
dor debe reformarse para dar más poder al Organo Eje­
cutivo en la defensa del consumidor, forzando a los pro­
ductores a decir la verdad con respecto a sus productos 
en bienes o servicios, y especificando penas congruentes 
con la violación a la verdad. Estas reformas deben pre­
sentarse a la asamblea legislativa antes del fin de 1995. 

Fortalecimiento de la Oficina de Protección al Con­
sumidor. 

Protección de la competencia. El proyecto de la Ley 
del Fomento de la Competencia, que pene las prácticas 
monopólicas y oligopólicas, debe ser presentado a la 
asamblea legislativa antes del fin de 1995. 

Fortalecimiento del sistema financiero. Se deben re­
visar las leyes bancarias incluyendo la del Banco Cen­
tral de Reserva, la de Bancos e Instituciones Financieras 
y la de la Superintendencia de Bancos e Instituciones 
Financieras, para asegurar el fomento de la competen­
cia, la transparencia y la sanidad de esas instituciones. 

6. Política agraria y agropecuaria 

La política agraria deberá estar orientada a la inte­
gración de la economía rural, al proceso de globaliza­
ción, reconvirtiéndola para que aumente su productivi-
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dad y ofrezca la oportunidad de una vida digna a todos 
los campesinos y agricultores. Para este propósito es ne­
cesario: 

Seguridad en la tenencia de la tierra. Deben reali­
zarse los esfuerzos necesarios para clarificar a corto pla­
zo la situación legal de la tenencia de la tierra, afirman­
do el principio de propiedad privada y registrando dicha 
propiedad, asegurando su permanencia. 

Conversión y mecanismos de participación. En mu­
chas áreas, la vocación de la tierra permite el desarrollo 
de actividades agroindustriales, industriales y de servi­
cios. Se harán esfuerzos de información y capacitación 
para que los propietarios de dichas tierras puedan identi­
ficar sus oportunidades y aprovecharlas de la forma que 
ellos decidan. 

Deuda agraria. Deben presentarse soluciones, antes 
del fin de 1995, para el problema de la deuda agraria, 
tomando en cuenta las circunstancias de los deudores, 
su capacidad de pago y los intereses del fisco. Las solu­
ciones deben enmarcarse en los principios de una eco­
nomía de mercado, de disciplina financiera y de eficien­
cia del cobro. 

Desmovilizados de la Fuerza Armada y del FMLN. 
Para finalizar los acuerdos de paz en el tema agrario 
deben continuarse los programas de asistencia a los 
desmovilizados de la Fuerza Armada y del FMLN que 
han demostrado su vocación de productores. Dicha asis­
tencia se focalizará en orientarlos en la búsqueda de 
financiamiento y refinanciamiento, a mejorar sus capa­
cidades gerenciales y a mejorar su productividad; hasta 
lograr su plena conversión como productores agrícolas. 

Política agropecuaria. Se estudiará la actual situa­
ción del sector agropecuario con el fin de diseñar políti­
cas de reactivación y reconversión que resulten en un 
aumento de la productividad del sector, dentro del mar­
co de los sanos principios de una economía de mercado. 

7. Transparencia en el manejo de las organizacio­
nes · no gubernamentales 

La necesidad de asegurar un manejo probo de fon­
dos públicos no se limita sólo a las instituciones del 
gobierno, sino también a las organizaciones no guberna­
mentales sin fines de lucro. Estas instituciones manejan 
fondos del público y pueden convertirse en instrumento 
de defraudación de los donantes y del fisco. Para evitar 
dichos problemas, debe emitirse una ley que regule la 
creación y funcionamiento de las organizaciones no gu­
bernamentales, las que deberán llenar por lo menos, los 
siguientes requisitos: 
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Supervisión. Las organizaciones no gubernamenta­
les deben tratarse de igual forma que las instituciones 
financieras, que son también organismos privados que 
manejan fondos del público. Debe crearse una superin­
tendencia de organizaciones no gubernamentales, que 
deberá velar por la transparencia y probidad del manejo 
de los fondos confiados a dichas instituciones. 

Registro público. Todas las organizaciones no gu­
bernamentales deberán de ser registradas ante la supe­
rintendencia de organizaciones no gubernamentales, 
proveyendo información, que será pública, acerca de: 

Objetivos. Los objetivos de toda organización no 
gubernamental deberán ser explicitados dentro del mar­
co de la ley. 

Promotores y dirigentes. La superintendencia debe­
rá tener un registro actualizado de los promotores y diri­
gentes de todas las organizaciones no gubernamentales, 
detallando nombres, domicilios y ramo de actividad. 

Donantes. Todos los donantes deben ser registrados 
en la superintendencia de organizaciones no guberna­
mentales, detallando nombres, domicilios y ramo de ac­
tividad. 

Contabilidad formal. Todas las organizaciones no 
gubernamentales deberán llevar contabilidad formal, 
que debe ser auditada de acuerdo a las normas contables 
del país. Los balances y estados de ingresos y gastos 
generados por dicha contabilidad deben ser presentados 
a la superintendencia y publicados al menos una vez por 
año. 

Un proyecto de ley estableciendo estas obligaciones 
y determinando las sanciones por no cumplirlas, deberá 
ser presentado a la asamblea legislativa antes del fin de 
1995. Estas sanciones deben de incluir el cierre de las 
operaciones, sanciones penales por el delito cometido y 
el pago de impuestos respectivos y multas cuando no se 
justifiquen en la realidad las actividades de la organiza­
ción como cumpliendo con los objetivos que le dieron 
el status de exentas a dicho impuesto. 

8. Política laboral 

La política laboral debe orientarse a eliminar la con­
frontación y a estimular la generación de un ambiente 
de cooperación de empresarios y trabajadores en el lo­
gro del aumento continuo de la productividad. El adver­
sario del trabajador no debe ser el empresario ni vice­
versa. El adversario común debe ser el competidor ex­
tranjero. Para lograr este objetivo, es necesario un am­
biente de: 
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Legalidad. El principio de legalidad debe nonnar las 
acciones tanto de los empresarios como de los trabaja­
dores. 

Apoyo al crecimiento de la productividad, principal­
mente con capacitación y diseminación de infonnación. 

Aumentos de salarios ligados a la productividad. El 
trabajador debe comprender que la única manera de au­
mentar salarios es a través de un aumento de la produc­
tividad. El empresario debe comprender que los aumen­
tos de productividad deben ser compartidos entre el ca­
pital y el trabajo, de tal fonna que el crecimiento de la 
competitividad del país se traduzca en una ganancia 
para todos aquellos involucrados en la producción. Esta 
es la única base sostenible de un sector privado fuerte y 
sano. 

Facilitamiento del uso de sistemas flexibles de pago 
ligados a la productividad. La legislación laboral debe 
de flexibilizarse para pennitir esquemas de pago salarial 
ligados a la productividad. Actualmente, estos esquemas 
son desincentivados por la ley, porque las empresas te­
men que bonos o premios por productividad dados en 
un año se exijan como derecho adquirido en los años 
subsiguientes, aunque no se den las ganancias de pro­
ductividad que dieron origen al premio original. La pro­
tección al trabajador debe orientarse a que el sistema 
establecido se aplique consistentemente. 

Facilitamiento del aprendiwje básico. La ley debe 
establecer un régimen especial para el aprendizaje bási­
co, que proteja al aprendiz y tome en cuenta que el sala­
rio del aprendiz produce menos, como porque su capaci­
tación cuesta dinero. Todo dentro de las nonnas y trata­
dos internacionales relacionados al Lema. 

9. Seguridad social y pensiones 

La refonna de la seguridad social y de las pensiones 
es un aspecto del desarrollo social que debe recibir prio­
ridad. La experiencia ha demostrado que la salud debe 
separarse de las pensiones para dar un servicio más efi­
ciente en ambos aspectos y que el manejo de las pensio­
nes por aparte proporciona oportunidades excelentes 
para el desarrollo de los mercados de capitales. Los si­
guientes pasos deben realizarse antes del fin de 1996. 

Garantizar la separación efectiva de los servicios 
de salud y de las pensiones. Este es un paso fundamen­
tal en la modernización del seguro social. La planifica­
ción de dicha separación debe realizarse en el segundo 
semestre de 1995. 

Pensiones. Con respecto a las pensiones, es necesa­
rio: 

Unificar los sistemas de pensiones para civiles. Los 
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dos sistemas actuales, el Instituto Nacional de Pensiones 
de Empleados Públicos y el Seguro Social, tienen es­
tructuras diferentes de cotización y beneficios. Esto res­
tringe la movilidad del trabajo entre los sectores público 
y privado y establece diferencias injustificadas. Ambos 
esquemas deben de unifonnarse y hacer posible la trans­
ferencia de pensiones de un sector a otro. 

Establecimiento de cuentas personales y competen­
cia. La mejor manera de asegurar la transferibilidad y 
un manejo responsable y eficiente, es crear un sistema 
de contribución definida, con cuentas individuales, y 
pennitir la competencia en el manejo de los ahorros del 
público. 

Las refonnas de pensiones deben estar listas para 
fines de 1996. 

Servicios de salud. La cobertura de los servicios de 
salud debe aumentarse, cuidando siempre que los ingre­
sos del Instituto Salvadoreño del Seguro Social sean su­
ficientes para cubrir sus responsabilidades. 

Protección del asegurado ante las prácticas desho­
nestas. El Estado debe garantizar la deducción de res­
ponsabilidades penales para prácticas, como descontar 
las cuotas del seguro social para no entregarlas a las 
instituciones respectivas. 

10. La protección del medio ambiente 

Es necesario emitir dos piezas de legislación: 

Ley de fomento de la reforestación y obras de con­
servación. Esta ley debe de crear mecanismos de fo­
mento a la reforestación y a la realización de obras de 
conservación ambiental, dentro de las limitaciones im­
puestas por el Estado financiero del gobierno y los prés­
tamos y donaciones que puedan recibirse para este pro­
pósito. 

Ley de penalización de la contaminación y la 
deforestación. Esta ley debe imponer multas a los 
contaminadores lo suficientemente altas como para que 
sea más barato para éstos el invertir en el equipo nece­
sario para limpiar los contaminantes. La ley debe tam­
bién imponer multas fuertes para la deforestación, que 
puedan ser evitadas sembrando y preservando cinco ve­
ces más árboles que los destruidos, garantizando la ex­
plotación y su renovación forestal. 

Revisar y actualizar la legislación pertinente al de­
sarrollo y ordenamiento territorial en todo el país. 

11. Promoción internacional del país 

Empezando en 1995, se diseñarán programas para 
promover internacionalmente al país. Estos programas 
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tendrán participación de diversos sectores -gobierno, 
empresarios privados, sindicatos y partidos políticos- y 
estarán enfocados a promover el país como un lugar 
para recreación, la inversión extranjera con el propósito 
de la creación de más fuentes de trabajo. 

12. Compromiso tributario 

El conjunto de puntos de este documento y otros 
que pueden surgir confirman el gran proyecto nacional 
que para su realización requiere de los recursos necesa­
rios. La indispensable baja de los aranceles para adap­
tarnos al proceso de globalización ha provocado una 
baja en los ingresos fiscales del Estado, mientras que el 
impacto de las medidas tendientes a aumentar la recau­
dación con la penalización del delito fiscal y otros no 
tendrá efectos inmediatos. 

A partir de esta situación es urgente hacer llegar los 
recursos necesarios al Estado para implementar este 
proyecto que traerá beneficios de gran trascendencia 
para los sectores más pobres del país. En otro orden, 
debe evitarse que un desequilibrio macroeconómico gol­
pee a la población con el impuesto de la inflación. 

En correspondencia con lo anteriormente planteado, 
deberán fortalecerse las finanzas públicas teniendo en 
cuenta los ahorros por austeridad y eficiencia en el gas­
to, ampliación de la base tributaria, aumento de recau­
dación y ajuste al impuesto al valor agregado. 

Los fondos recaudados por dicho impuesto estarán 
destinados de manera priorizada a los siguientes rubros: 
( 1) aumento del número de agentes de la Policía Nacio­
nal Civil, procurando alcanzar 20,000 antes de terminar 
1996; (2) garantizar a los ex combatientes y lisiados de 
la Fuerza Armada y del FMLN sus indemnizaciones, 
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sus programas de reinserción y transferencia de tierras, 
con el fin de evitar que esto se convierta en un conflicto 
social y altere la paz, afectándonos así a todos los salva­
doreños; (3) garantizar los programas de inversión en 
salud, educación, infraestructura, desarrollo local y pro­
tección al medio ambiente; (4) contribuir a la moderni­
zación de los sistemas de recaudación y control fiscal. 

Para garantizar de que esto sea así, se han introduci­
do en el pacto de San Andrés puntos relativos a la mo­
dernización del sistema de fiscalización del Estado y del 
proceso del presupuesto nacional; de tal manera que la 
disciplina tributaria y el combate a la corrupción vayan 
juntos, generando así la confianza para que todos pon­
gamos nuestro aporte en la construcción de una nueva 
nación. 

Mecanismos de seguimiento del pacto 

Los que suscriben el presente pacto para garantizar 
el cumplimiento de los compromisos aquí establecidos 
convienen: (1) invitar a todas las fuerzas políticas a que 
suscriban este pacto. Exhortamos a los diferentes secto­
res a que apoyen esta iniciativa y se unan a la construc­
ción de una nueva nación; (2) firmar el presente pacto, 
en presencia de los presidentes de los tres órganos del 
Estado y de distinguidas personalidades, como testigos 
de éste y ante la opinión pública, dando además, amplia 
difusión a su contenido; (3) establecer un calendario 
para llevar control de la puesta en práctica de los distin­
tos puntos aquí contenidos; (4) conformar la comisión 
de seguimiento del pacto de San Andrés, que estará in­
tegrada por dirigentes de los partidos políticos que lo 
suscriben junto con el señor presidente de la república. 
Dicha comisión podrá formar subcomisiones específi­
cas, para abordar temas puntuales del presente pacto. 
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